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ASUNTO
Decide de fondo la Colegiatura, sobre la impugnación interpuesta por la accionada UNIDAD DE GESTIÓN Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP-, en contra de la decisión adoptada el 1º de septiembre de 2017 por el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, por medio de la cual decidió tutelar el derecho fundamental al debido proceso reclamados por el representante judicial de la COOPERATIVA SAN FERNANDO S.A. 
ANTECEDENTES
Cuenta el libelista que el día 7 de mayo de 2017 recibieron un oficio de parte de la UGPP en donde se les informaba sobre un cobro persuasivo originado en sanción impuesta mediante la Resolución No. RDO-M-700 del 1º de diciembre de 2016. Sanción que afirma nunca les fue notificada, razón por la cual tan solo en ese momento se enteraron de esa situación, y ya para ese entonces los términos para interponer el recurso de reconsideración de la sanción habían fenecido. 
Dada la situación, el 22 de mayo de este año remitieron un derecho de petición a la UGPP solicitando se les explicara las razones por las cuales estaban recibiendo un oficio de cobro persuasivo de una sanción cuya existencia desconocían, por cuanto la misma no fue notificada ni en el domicilio de la empresa ni por correo electrónico, además de que se les diera a conocer la misma, restituyéndoles los términos para la interposición de recursos. El 17 de junio de este año recibieron respuesta en donde se les indicó que la notificación de la sanción si había sido enviada a la dirección aportada por ellos, pero que había sido devuelta por la empresa de correos, y se les adjunto tanto copia de la resolución como de las guías de correo, dejándoles claro que ello no significaba una nueva notificación de la misma. 
Atendiendo lo dicho por la UGPP, decidieron oficiar a la empresa de correos Servicios Postales Nacionales S.A. 4-72, para que les explicara por qué razón no entregaron en sus instalaciones la notificación que les enviara la UGPP mediante la guía de correos RN685183011CO y el motivo de la devolución. Petición que les fuera resuelta mediante oficio del 27 de julio de 2017, diciéndoles que esa guía presentó causal de devolución porque “no reside”, sin embargo, un funcionario se desplazó a la dirección para verificación, y se constató que la nomenclatura existe y que allí funciona la Cooperativa San Fernando S.A., por lo que concluyeron que la devolución del envío fue improcedente. 
De acuerdo a lo anterior, dice el libelista que es evidente que la UGPP, a pesar de que la Cooperativa nunca fue notificada en debida forma de la sanción que se le impusiera, no le va a dar la posibilidad de presentar recurso alguno en contra de la resolución RDO M-700 del 1º de diciembre de 2016, ya que los términos para ello se vencieron y la misma se encuentra en firme; razón por la que considera que se le han vulnerado sus derechos tanto al debido proceso como a la defensa. 
Así las cosas, solicita el abogado accionante que se protejan los derechos fundamentales de su representada y en consecuencia se le ordene a la UGPP revocar en todas sus partes la resolución sanción RDO M-700 del primero de diciembre de 2016 por sus vicios de forma y fondo.  

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
La acción fue admitida el 18 de agosto del año que avanza por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, ordenándose notificar y correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la entidad accionada para que se pronunciara si a bien lo tenía sobre los hechos materia de tutela. Sin haber obtenido respuesta alguna por parte de la UGPP, el Despacho profirió fallo el 1º de septiembre de 2017, tutelando el derecho fundamental invocado por el representante judicial de la COOPERATIVA SAN FERNANDO por considerar que dentro del presente asunto tal derecho se ha visto vulnerado por la UGPP, toda vez que en realidad no agotó todas las posibilidades y medios a su alcance para lograr la efectiva notificación a la accionante sobre la resolución que la sancionaba, sino que se conformó con la devolución del sobre que hiciera la empresa de correo 4-72, cuyo empleado hizo esa devolución de manera irregular, tal como lo hizo saber la empresa de correos posteriormente a la accionante; lo que implica, en concepto del A-quo, que no se pudiera surtir ni siquiera la notificación por aviso, ya que la misma opera cuando la comunicación es entregada y la parte no se acerca a notificarse personalmente, lo que aquí no sucedió ya que como se dejó claro, dicha comunicación jamás se entregó. 

Así las cosas, le ordenó a la UGPP que en el término de las 48 horas contadas a partir de la notificación del fallo, procediera a notificar en debida forma a la COOPERATIVA SAN FERNANDO S.A. de la resolución RDO M-700 del 1º de diciembre de 2016, bien fuera por correo electrónico o personalmente. 
IMPUGNACIÓN
Una vez conoció el fallo la UGPP presentó escrito impugnándolo, argumentando en primera medida que con la expedición del mismo existió una vulneración a su derecho a la defensa, por cuanto el Juez de instancia no tuvo en cuenta la respuesta que ellos le remitieran el 30 de agosto del año avante, por correo electrónico y dentro del plazo determinado para ello. 
Posteriormente, indicó que lo que informaban en la respuesta de tutela, que no se tuvo en cuenta, era que la sanción impuesta a la accionada obedeció a un proceso que se le abrió mediante pliego de cargos No. 313 del 9 de junio de 2016, al establecerse que ella había entregado por fuera del término establecido la información solicitada mediante requerimiento No. 201462000902741 del 26 de marzo de 2014. También explica que la notificación de la resolución RDO M-700 del 1º de diciembre de 2016, la enviaron el 14 de diciembre de ese mismo año, por la empresa de correo Servicios Postales de Nacionales 4-72 quien la devolvió el 22 de ese mismo mes y año, con nota de “no reside”; razón por la cual esa entidad procedió a realizar la notificación por aviso publicado en el portal web y en la cartelera de la UGPP  desde el 28 de diciembre de 2016 y hasta el 3 de enero de 2017, entendiéndose surtida la notificación al día siguiente. En cuanto al tema de la constancia de verificación, dijo no tener conocimiento de tal cosa, por tanto solicitó que la parte lo aportara como prueba.

Así las cosas, considera el impugnante que la entidad que representa cumplió con su obligación legal de notificar su decisión a la Cooperativa accionante ya que los artículos 565 y 568 del E.T., facultan a la entidad para notificar por aviso cuando se ha devuelto la notificación sin importar la causal, por tanto no existe vulneración alguna de su parte y por ende los actos administrativos, titulo base de la ejecución, se encuentran en firme toda vez que no han sido declarados nulos por autoridad jurisdiccional competente, de allí, que no pueda usarse ahora la tutela como un mecanismo para desplazar la competencia de los jueces por falta de diligencia del contribuyente al no hacer uso oportuno de las acciones ordinarias o de los recursos durante la actuación administrativa; además de ello, el accionante tiene otras opciones judiciales para atacar el acto administrativo, tal como lo es acudiendo a la revocatoria directa o nulidad y restablecimiento del derecho bajo la figura del per saltum como lo señala el artículo 720 del E.T.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, en armonía con los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000.
En el presente asunto la Sala debe entrar a determinar si la entidad accionada con su actuar para la notificación de la decisión adoptada mediante la resolución RDP M-700 del 1º de diciembre de 2016 vulneró o no el derecho fundamental al debido proceso de la parte actora, de modo que deba confirmarse la decisión del A-quo o si por el contrario su actuar fue ajustado a las normas y por ende el mismo debe ser revocado. 
Antes de entrar a resolver ese problema jurídico, quiere indicar la Sala que si bien es cierto la respuesta dada por la parte accionante no fue tenida en cuenta al momento de proferirse el fallo de primera instancia, ello no implica la nulidad de actuación aquí seguida ni la vulneración de su derecho de contradicción y defensa, toda vez que al haberse activado el mecanismo de la impugnación y teniendo en cuenta que tal cosa no le es atribuible a la encartada, sino que se debe a un error del Despacho de primer nivel, esta Colegiatura habrá de considerarla dentro de su análisis para brindarle de esa manera garantías a todas las partes. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Concretamente lo indicado por el libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordené a la UGPP admitir y darle trámite a los recurso por  él interpuesto dentro del plazo legalmente otorgado para ello después de su notificación.
Sobre el debido proceso.

El artículo 29 constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, ello en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 
Frente a ello ha dicho la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a acabo por parte de la administración, puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados. 

Respecto a este tema, en los casos de incorporación al servicio militar obligatorio dijo la Corte Constitucional: 

“4.3. No sobra agregar, por interesar a esta causa que, lógicamente, los trámites que efectúen las autoridades militares de reclutamiento deben observar el respeto por el debido proceso y por las garantías que de él se desprenden, más aún, cuando las decisiones que se profieren, como en el caso bajo estudio, modifican sustancialmente la situación de un soldado frente a la modalidad en que debe atender la obligación relativa a la prestación del servicio militar obligatorio.”

Sobre las notificaciones.

El capítulo V de la Ley 1437 de 2011 establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos distinguiendo entre las que se realizan para los actos administrativos de carácter general y los de carácter particular. 
Así las cosas, el artículo 67 de la norma en cita dispone: 

“Artículo  67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera.

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.”
Y en consonancia con lo anterior la Corte Constitucional consideró que: 

“4.1.5. Con respecto a la notificación de las actuaciones administrativas, de carácter particular y concreto, el capítulo V del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011-, en el artículo 67 se establece que las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente, mediante la entrega al interesado, de la copia integra, auténtica y gratuita de acto administrativo. La notificación personal también se podrá realizar por medio electrónico en determinados casos y siempre que el interesado acepte ser notificado de esta manera, o por estrados. Asimismo, el artículo 68 del mismo Código, dispone que de no existir otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de notificación personal y se establece que   “Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días”. De no hacerse la notificación personal al cabo de cinco días del envío de la notificación, se realizará por aviso que se remitirá igualmente al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil.”
    
Por otra parte, para el caso de notificaciones relacionadas con actuaciones tributarias, se tiene que el Estatuto Tributario, en los artículos 565 a 570 habla sobre el tema y dispone para la administración el deber de tratar de notificar de manera personal a los administrados sus actuaciones, dejando como última alternativa la notificación por aviso, en especial en los casos en que se ha enviado correo físico a la dirección aportada por el contribuyente y este es devuelto, pero ello no quiere decir que la administración quede relevada de buscar otros medios de notificar a los contribuyentes, como lo es por medios electrónicos, antes hacer uso de ese tipo de notificación, razón por la cual, la Corte Constitucional en la sentencia C-012 de 2013, indicó: 
“En relación con las actuaciones administrativas, la jurisprudencia ha señalado que contar con medios subsidiarios de notificación es parte del procedimiento normal de las actuaciones administrativas, dado que de este modo se ofrece una solución válida en casos en los que no es posible realizar notificaciones personales, garantizando el principio de celeridad y los derechos e intereses ciudadanos. Sin embargo los mecanismos subsidiarios no remplazan a los principales y deben ser utilizados únicamente después de agotar los recursos disponibles para comunicar personalmente las actuaciones administrativas[11]”. (Negrillas nuestras)
Del caso concreto.

Visto el caso concreto a la luz de lo dicho hasta el momento, encuentra la Sala que efectivamente le asiste razón a la entidad impugnante en cuanto a que ella cumplió con su deber legal de remitir la notificación de la resolución RDO M-700 del 1º de diciembre de 2016 por correo certificado, mismo que fuera devuelto porque supuestamente el contribuyente no residía en dicho lugar, lo que implica que la UGPP podía proceder, tal como se lo autoriza el artículo 568 del E.T., sin embargo, no puede la Colegiatura desconocer que dentro de las acciones de la encartada, se echa de menos que haya tratado de notificar al accionante por otros medios distintos y alternativos al correo físico, como lo es por ejemplo usando el correo electrónico que reposa en su registro en la Cámara de Comercio.
En ese orden de ideas, se podría decir que le asiste razón a la impugnante en cuanto a que en ningún momento le vulneró sus derechos fundamentales a la Cooperativa accionante pues realizó la notificación de sus decisiones conforme a lo establecido en el E.T., lo que a simple vista sería suficiente para revocar la decisión de primera instancia.

Por otra parte, no puede la Sala perder de vista lo dicho por la empresa de correo Servicios Postales Nacionales S.A., la cual opera bajo la marca 4-72, en donde el 27 de julio del año que transcurre le informó a la hoy accionante, que la devolución del correo que le enviara la UGPP en el mes de diciembre de 2016 mediante la guía RN685183011CO y que se devolviera el 22 de ese mismo mes y año por causal de no reside, debía considerarse como improcedente (Fls. 44 a 46).
Así las cosas, se tiene que dentro del presente asunto es claro que se presentó una falla por parte de la empresa de correos por medio de la cual se le envió la notificación de la resolución sancionatoria a la COOPERATIVA SAN FERNANDO S.A., quien devolvió la misma argumentando una causal mendaz, la cual era que la mencionada cooperativa ya no funcionaba en ese lugar, información esta que nunca fue corroborada por la UGPP. 
A la luz de lo anterior, evidencia esta Colegiatura que si bien es cierto la actuación de la entidad impugnante fue ajustada a derecho, la misma se basó en una falla del servicio que no se le puede endilgar a la accionante, lo que deja en evidencia que sí existió dentro de todo este asunto una vulneración al debido proceso en punto de la notificación de la imposición de la sanción que evidentemente afecta sus derechos patrimoniales; y bien, esa falla de la empresa de correos 4-72 tampoco es atribuible a la encartada en este asunto, lo que si es cierto es que ella, una vez le fue devuelto el correo, omitió, como ya se indicó, realizar actividad alguna para lograr la notificación personal de la entidad sancionada, a pesar de que la ley le ha autorizado hacer búsquedas en registros públicos para ubicar al contribuyente y reconoce la posibilidad de que se usen medios electrónicos para la notificación. 
De acuerdo a lo expuesto, es claro que dentro de este asunto sí existió una vulneración tanto del debido proceso como del derecho de contradicción de la COOPERATIVA SAN FERNANDO S.A., pues las irregularidades presentadas por la empresa de correos 4-72 en la entrega del correo, y la pasividad de la UGPP para lograr la efectiva notificación personal de la decisión sancionatoria a la accionante, hicieron que ella no fuera enterada de en debida forma de las decisiones que le afectaban y que por tanto no pudiera ejercer su derecho de contradicción interponiendo los recursos de reposición y reconsideración en contra de la misma, los cuales son necesarios para entender surtida la vía gubernativa.
En ese orden de ideas, es evidente que la decisión a tomar dentro del presente asunto es la confirmación de lo decidido en primera instancia, aclarando que mientras se surte la efectiva notificación a la parte actora de la resolución RDO M-700 del 1º de diciembre de 2016, y mientras se resuelven los recursos que se podrían llegar a interponer en contra de la misma, la UGPP deberá suspender el proceso de cobro persuasivo en contra de la COOPERATIVA SAN FERNANDO S.A., la cual se origina en esa resolución. 
Finalmente, la Sala quiere llamar la atención del señor Juez de instancia para que en lo sucesivo y toda vez que utilizan medios electrónicos para notificar a las partes de sus decisiones, estén pendientes de esos mismos medios para la recepción de las respuestas de los accionados, por cuanto dentro del presente asunto se evidencia a folio 69 que la UGPP remitió el 30 de agosto de 2017 al email cit02cserepper@cendoj.ramajudicial.gov.co respuesta a la tutela, la cual nunca fue anexada al expediente y mucho menos tenida en cuenta al momento del fallo. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la tutela al derecho fundamental al debido proceso invocado por el representante judicial de la COOPERATIVA SAN FERNANDO S.A., en contra del UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP-, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: ACLARAR que mientras se surte la efectiva notificación a la parte actora de la resolución RDO M-700 del 1º de diciembre de 2016 expedida por la UGPP, y mientras se resuelven los recursos que se podrían llegarse a interponer en contra de la misma, la UGPP deberá suspender el proceso de cobro persuasivo en contra de la COOPERATIVA SAN FERNANDO S.A., el cual se origina en esa resolución.  
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional. Sentencia T-514 de 2003. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007.


� Corte Constitucional, sentencia C-1189 de 2005, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Sentencia T-218 de 2010, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Corte Constitucional, sentencia C-012 de 2013, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo.
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